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Acta No. 312 de julio 1° de 2016
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra la Defensoría del Pueblo Regional Caldas.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo; Regional Caldas, teniendo en cuenta que “SE NIEGA A IMPETRAR TUTELAS A MI NOMBRE, INCUMPLIENDO SU DEBER FUNCION (sic) violentando aparentemente, ley 734 de 2005 (sic) ley de mecanismos de participación ciudadana etc.”. Que la única que presentó en su favor, no fue apelada, es decir, que no estuvo pendiente de ella.
Por lo que solicitó, entonces, se determine si posiblemente dicha entidad, “viola ley 734 de 2002… y se le ordene que cumpla su función deber e impetre tutelas a mi nombre en mis a (sic) populares a fin de garantizar el debido proceso, derecho de defensa etc.”.
Con auto del 22 de junio, luego de que el libelo fuera remitido por parte del Tribunal Administrativo de Caldas, se dispuso dar trámite a la solicitud con la vinculación del agente del Ministerio Público; esto, en acatamiento de la última posición asumida por la Sala de Casación Civil de la Cortes Suprema de Justicia, que en un caso similar dirimió un conflicto de competencia
. Se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, sin que se descorriera el mismo.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso y de defensa”, que el actor estima resquebrajados por la parte accionada, al negarse a impetrar acciones de este mismo linaje en su favor, afirma.
  



Pues bien, como quiera que no son pocas las demandas de tutela promovidas por el mismo interesado, frente a diversos despachos judiciales de este Distrito Judicial, conocidas por la Sala, en las que involucra a la Defensoría del Pueblo de Manizales (Caldas), por los mismos hechos e iguales pretensiones que acá se consignan, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se ha ocupado del tema y en reciente oportunidad sobre el particular, en la que trae a colación pronunciamientos anteriores, indicó:
                      “Establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que «cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes».
  

La Corporación, frente al tema, viene señalando que, 

                                   (…) la acción de tutela está sujeta al principio de la unicidad de su promoción, que prohíbe que la idéntica queja constitucional sea presentada en varias oportunidades y por la misma persona o su representante, o que su reiterada invocación se realice sin motivo expresamente justificado; precepto que tipifica una forma de temeridad en esta materia y que conlleva a examinar si la nueva protección es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como de las partes, sin importar que tengan algunas diferencias incidentales; y por último, si la repetición del amparo obedece a motivo justificado, como sería, por ejemplo, la ocurrencia de sucesos nuevos (CSJ, STC 21 oct. 2009, rad. 01841-00, citada en STC16579-2015, 2 dic., rad. 00442-01).

 

Respecto de esa figura jurídica se ha explicado que, 

 


(…) la temeridad relacionada en la norma antes citada, conlleva a examinar si la nueva acción es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como las partes accionante y accionada, no importa que tengan algunas diferencias incidentales (CSJ STC, 31 de jul. 2014, rad. 01590-00, reiterada en STC13601-2015, 10 oct., rad. 02281-00).

  

La situación descrita se presenta en este caso, pues, en la sentencia STC1602 de 11 de febrero de 2016, radicado 00608-01, entre otras, la Sala estudió un resguardo del mismo demandante Javier Elías Arias Idárraga, porque «la Defensoría del Pueblo se ha negado (…) a cumplir con su (…) deber de impetrar tutelas a [su] nombre», con lo cual dijo transgredirse «los derechos al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia», concluyéndose que no podía progresar debido a 

   


(…) la ausencia de evidencia probatoria que permita colegir lesión de prerrogativas fundamentales por parte de la Defensoría del Pueblo, pues no obra en el plenario material de convicción del cual se desprenda que esa entidad menoscabó las garantías invocadas o se negó a formular demandas constitucionales a petición del aquí solicitante (STC15201-2015, reiterada 11 feb. 2016, rad. STC1602-2016).

En este asunto, como en aquél, se invoca «el debido proceso», presuntamente afrentado con la negativa de aquella entidad de interponer tutelas a nombre del interesado. Por ende, el conflicto y los presupuestos fácticos son idénticos. 

Entonces, ante la coincidencia en sujetos procesales, hechos y derechos, la salvaguarda resulta temeraria de manera parcial, es decir, únicamente en lo referente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, toda vez que simplemente replantea un tema que previamente había sido sometido al escrutinio de la jurisdicción constitucional.”
  




   



De esa lectura se desprende que la queja radica en la misma situación fáctica que se trae ahora a colación y, por consiguiente, como no se advierte aquí un hecho diferenciador de peso, que permitiera abordar el asunto desde otra óptica, no hay mucho que trasegar para  concluir que la acción resulta abiertamente improcedente y así se declarará. 
  



Se absolverá al agente del Ministerio Público citado al asunto, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos invocados.
 



Las demás pretensiones incoadas fueron ya objeto de resolución dentro de la sentencia proferida por esta misma Sala el 14 de junio pasado, en la acción de tutela radicada al número 2016-00590-00.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra la Defensoría del Pueblo, Regional Caldas.
Se absuelve a la entidad vinculada dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

En caso de no ser impugnada, ni revisada, archívese el expediente sin más trámite una vez se produzca su regreso.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                            DUBERNEY GRISALES HERRERA
        Con ausencia justificada
� Providencia del 26 de mayo de 2016, radicado 11001-02-03-000-2016-01297-00, M.P. Wilson Aroldo Quiróz Monsalvo.


� CSJ, SCC, acción de tutela, radicación 66001-22-13-000-2016-00497-00, exp. STC7600-2016; sentencia del 9 de junio de 2016; MP Fernando Giraldo Gutiérrez
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